
  [image: ]


  [image: ]


  
    
      AMÉRICA LATINA


      EN LA HISTORIA


      CONTEMPORÁNEA


       


       


       


      Idea original y dirección


      Pablo Jiménez Burillo


       


      Comité editorial


      Manuel Chust Calero, Pablo Jiménez Burillo, Carlos Malamud Rikles, Carlos Martínez-Shaw, Pedro Pérez Herrero


       


      Consejo asesor


      Jordi Canal Morell, Carlos Contreras Carranza, Antonio Costa Pinto, Joaquín Fermandois Huerta, Jorge Gelman, Nuno Gonçalo Monteiro, Alicia Hernández Chávez, Eduardo Posada Carbó, Inés Quintero, Lilia Moritz Schwarcz


       


      Coordinador


      Javier J. Bravo García

    

  


  
    
       


       


       


       


      Director de la historia


      contemporánea de Colombia


       


      Eduardo Posada Carbó


       


       


      Coordinador de este volumen


       


      Adolfo Meisel Roca


       


       


      Autores


       


      David Bushnell


      Marixa Lasso


      Armando Martínez Garnica


      Adolfo Meisel Roca


      Patricia Pinzón de Lewin


      Víctor M. Uribe-Urán

    

  


  
    
      Introducción

      Doscientos años de historia de Colombia


      Eduardo Posada Carbó


       


       


       


       


      Al abrirse el año de 1808, la vida del virreinato de la Nueva Granada parecía transcurrir sin mayores sobresaltos. «Sus progresos en todos los ramos eran lentos», escribió José Manuel Restrepo, «aunque efectivamente los había en la civilización general, en las ciencias y en la literatura». En agosto, sin embargo, el capitán de fragata Juan José Sanllorente desembarcaba en Cartagena de Indias con noticias «de la madre patria» que conmocionaron la historia de América: Napoleón Bonaparte, el emperador francés, había usurpado la corona española, pero sus designios se enfrentaban a la insurrección general en la Península. Se desataron así los atropellados sucesos revolucionarios que desembocaron en las declaraciones de la independencia hispanoamericana, celebrada de manera oficial en Colombia con los episodios en Santa Fe de Bogotá del 20 de julio de 1810.


      Han pasado desde entonces doscientos años.


      La publicación de esta historia de Colombia, promovida por FUNDACIÓN MAPFRE con la colaboración editorial del Grupo Santillana, marca la importancia de este Bicentenario. Se trata de un proyecto ambicioso, como parte de una colección más amplia sobre América Latina que aspira a cubrir la historia contemporánea de todo el continente en su contexto mundial.


      Para la mayoría de los países, cada serie está dividida en cinco volúmenes, de acuerdo con los siguientes periodos: 1808-1830; 1830-1880; 1880-1930; 1930-1960 y 1960-2000. Cada volumen examina las respectivas historias nacionales a través de cinco grandes temas: política, relaciones internacionales, economía, cultura y sociedad. Adicionalmente, la colección se verá complementada por varios volúmenes sobre las historias nacionales a través de la fotografía.


      De esta manera, se ha concebido una obra en la que el lector puede explorar las distintas historias nacionales bajo prismas comunes, ya por los periodos o ya por los aspectos estudiados, que le permitirán establecer lazos y contrastes entre las trayectorias históricas de los diferentes países.


      «Lo que nos cumple hacer, con imparcialidad y crítica, es el arqueo de nuestra vida independiente», escribió Guillermo Camacho en su introducción al espléndido libro editado por Emilio Isaza y Lorenzo Marroquín Primer centenario de la independencia de Colombia, 1810-1910 (Bogotá, 1910). Las conmemoraciones de los cien años de la emancipación fueron así ocasiones para reflexionar sobre los destinos nacionales —con reconocimientos de los errores del pasado, y el propósito de motivar esperanzas en el porvenir—. Como parte de las festividades, se convocaron diversos concursos en las artes, las letras y las ciencias, promovidos por las distintas academias. En historia, el premio fue concedido a la obra de Jesús María Henao y Gerardo Arrubla Historia de Colombia para la Enseñanza Secundaria, identificado en décadas siguientes como el texto «oficial» de la historia colombiana. En 1929 se habían publicado ya cinco ediciones y, en 1938, se editó y tradujo al inglés por el profesor de la Universidad de Chicago, J. Fred Rippy.


      Los antecedentes inmediatos de la modernización de los estudios de la historia colombiana, sin embargo, se encuentran en las décadas de 1940 y 1950, con la publicación de Economía y Cultura en la Historia de Colombia de Luis Eduardo Nieto Arteta en 1941, así como de los otros trabajos significativos de Juan Friede, Guillermo Hernández Rodríguez, Indalecio Liévano Aguirre o Luis Ospina Vásquez. «El interés entonces por la historia era marginal», ha observado Jorge Orlando Melo, «los 1.000 ejemplares de la primera edición del libro de Nieto Arteta tardaron casi veinte años en venderse».


      El desarrollo de la historia como disciplina profesional recibió renovados impulsos en la década de 1960. Según Melo, la aparición del Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura puede considerarse como «el momento fundador» de una nueva orientación histórica. Al frente de esta revista estuvo Jaime Jaramillo Uribe, quien también orientó la creación de la carrera de Historia en la Universidad Nacional, en 1964. Dos décadas más tarde, en 1984, en una entrevista con Frank Safford en la revista Hispanic America Historical Review, el mismo Jaramillo observaba que lo que había ocurrido en la historiografía colombiana desde la década de 1940 debería considerarse como «un gran logro intelectual». Jaramillo Uribe reconocía los importantes trabajos que, desde su fundación en 1902, había emprendido la Academia Colombiana de Historia a través de varias publicaciones, incluido el Boletín de Historia y Antigüedades. Pero desde la década de 1940 habían ocurrido cambios cualitativos de bastante significado, tras las innovaciones disciplinarias a las que también contribuyeron las enseñanzas de un selecto grupo de profesores extranjeros.


      Esta breve reseña sobre los orígenes de la modernización de la historia en Colombia es, por supuesto, incompleta. El lector encontrará inventarios más comprehensivos y justos en los repasos periódicos que sobre la evolución historiográfica colombiana ha venido haciendo Jorge Orlando Melo desde 1969. En uno de sus más recientes, publicado en el Boletín Bibliográfico y Cultural, en 1999, Melo señala la variedad de condiciones adicionales que han hecho posible el desarrollo vigoroso y activo de la disciplina histórica en las últimas décadas, entre ellas: la proliferación de programas universitarios; la aparición de nuevas revistas académicas; las reuniones de congresos de historiadores; los esfuerzos del mundo editorial que «sigue tomando en serio a la historia»; la construcción del Archivo General de la Nación; los premios nacionales de historia de Colcultura y el Ministerio de Cultura; o las tareas de financiación de entidades públicas como Colciencias o la Fundación para la Promoción de la Investigación y Tecnología del Banco de la República.


      Los resultados de estos desarrollos, ilustrados con amplitud en los valiosos ensayos historiográficos de Melo, son impresionantes —tanto por su volumen, como por la enorme variedad de temas, tradicionales y novedosos—. A las categorías clásicas de la historia política, económica y social, se han sumado trabajos de historia urbana y rural, de la infancia, de la ciencia, de la cultura, de la vida cotidiana, de la religión, muchos de ellos bajo las perspectivas de las distintas regiones del país.


      El esfuerzo colectivo de esta serie de volúmenes está limitado por las cinco áreas seleccionadas —política, relaciones internacionales, economía, sociedad y cultura—, aunque se espera que ellas sirvan para proyectar la importancia de los avances historiográficos.


      Éste no es, claro está, el primer esfuerzo colectivo en producir una historia de América Latina ni de Colombia. En las últimas décadas, The Cambridge History of Latin America, editada por Leslie Bethell, y la Historia General de América Latina, promovida por Unesco y presidida por Germán Carrera Damas, han sido contribuciones notables al conocimiento sobre la región.


      En Colombia, tras la publicación de la Historia Extensa de la Academia Colombiana en 1965, los progresos de la disciplina han recibido también proyección en varias obras colectivas de importancia, entre las que se destacan el Manual de Historia de Colcultura (3 vols., 1979), dirigido por Jaime Jaramillo Uribe; la Nueva Historia que dirigió Álvaro Tirado Mejía (8 vols., 1989), o la Gran Enciclopedia, editada por Camilo Calderón Schrader (11 vols., 1991).


      Esta historia contemporánea de Colombia se inscribe pues en la que es ya una establecida tradición que permite ofrecer al público los distintos adelantos en los estudios sobre el pasado nacional. Pero aspira también a ser un aporte novedoso, tanto por su concepción integrada a una historia latinoamericana más amplia, como por la oportunidad de reflejar los desarrollos más recientes en las áreas cubiertas de la disciplina.


      Para tal propósito, el director de esta serie de Colombia ha contado con la valiosa colaboración de Beatriz Castro, Malcolm Deas, Adolfo Meisel Roca y Jorge Orlando Melo como coordinadores editoriales de los diferentes volúmenes. Con ellos se seleccionaron los autores encargados de redactar, respectivamente, los 25 capítulos de la obra. Es un grupo calificado y diverso, en su formación y perspectivas, que aceptó el reto común de producir un trabajo profesionalmente riguroso y asequible. Cada volumen está además acompañado de una estupenda muestra de imágenes de las distintas épocas para cuya selección se ha contado con la colaboración de Patricia Pinzón de Lewin. Este esfuerzo colectivo ha recibido el espléndido apoyo del Director del Instituto de Cultura de FUNDACIÓN MAPFRE, Pablo Jiménez Burillo, y del equipo editorial que en la Fundación coordina Javier Bravo García. A todos ellos, mis profundos agradecimientos.


      Mientras revisábamos las pruebas finales de este libro, se produjo el triste fallecimiento del profesor David Bushnell, pionero en tantos aspectos de la historiografía moderna de Colombia. Su capítulo aquí es muestra ejemplar de la excelencia de su obra extraordinaria y de su generoso espíritu de colaboración. Queremos dedicar este volumen a su memoria.


      «La historia», ha enseñado Bernard Bailyn, «no es un tema esotérico, el reducto de mandarines académicos. Es, o debe ser, de conocimiento público, y mientras más amplia, más popular, sea la audiencia para la historia, pues mejor». Confiamos en que esta historia de Colombia sirva para seguir abriendo esos caminos.

    

  


  
    
      Cronología


       


       


       


       


      
        
          
            	
              1808

            

            	
              Napoleón invade España y nombra rey a su hermano José.

            
          


          
            	
              1810

            

            	
              22 de mayo. En Cartagena el cabildo depone al gobernador Francisco Morales y lo deporta a La Habana.


              20 de julio. Se aprueba el Acta de Independencia en reunión del cabildo abierto en Santa Fe de Bogotá.

            
          


          
            	
              1811

            

            	
              30 de marzo. Se reúne el Congreso de las Provincias Unidas y se aprueba la Constitución Federal presentada por Camilo Torres.


              11 de noviembre. El cabildo de Cartagena declara la independencia absoluta de España.

            
          


          
            	
              1813

            

            	
              15 de junio. Tras la ocupación de Trujillo (Venezuela), Bolívar declara la guerra a muerte a «españoles y canarios» que se oponen a la causa patriota.

            
          


          
            	
              1815

            

            	
              17 de febrero. Desde el puerto de Cádiz parte la flota que lleva al ejército del general Morillo. Su objetivo es la reconquista de las antiguas colonias españolas en America.

            
          


          
            	
              1816

            

            	
              28 de abril. Se restablece el virreinato de Nueva Granada y se nombra virrey a Francisco de Montalvo.


              16 de julio. Las tropas patriotas que se organizan en el Casanare quedan bajo el mando del general Francisco de Paula Santander.

            
          


          
            	
              1818

            

            	
              12 de junio. Bolívar, procedente de Venezuela, se reúne en Tame con Santander. Juntos deciden cruzar los Andes para atacar la parte central de la Nueva Granada.

            
          


          
            	
              1819

            

            	
              7 de agosto. El ejército patriota derrota a las tropas españolas bajo el mando del general Barreiro en la batalla de Boyacá.


              10 de agosto. Bolívar entra victorioso en Santa Fe de Bogotá.


              17 de diciembre. Se proclama la República de Colombia (Gran Colombia), que incluye a Venezuela, Nueva Granada y Quito.

            
          


          
            	
              1825

            

            	
              2 de enero. Inglaterra reconoce la independencia de Colombia.

            
          


          
            	
              1828

            

            	
              24 de junio. Bolívar asume la dictadura.

            
          


          
            	
              1830

            

            	
              13 de enero. José Antonio Páez emite una proclama en la cual se anuncia la separación de Venezuela de la Gran Colombia.


              10 de agosto. Se separa Ecuador.


              17 de diciembre. Muere Simon Bolívar en Santa Marta (Colombia).

            
          

        
      

    

  


  
    
      Las claves del periodo


      Adolfo Meisel Roca


       


       


       


       


      En 1809 el abogado Camilo Torres Tenorio, miembro de una familia criolla de Popayán, escribió por solicitud del cabildo de Santa Fe un documento dirigido a la Junta de Sevilla. En el mismo expresaba las frustraciones que sentían muchos de los habitantes del virreinato de la Nueva Granada. Buena parte de su alegato giró alrededor de la injusticia que advertía en la forma con que se había tratado el tema de la representación americana en las Cortes de Cádiz, en las que se le otorgaba una participación reducida frente a su peso poblacional real, por cuanto se excluía a los de origen africano. Torres también se refirió en su escrito al agravio comparativo que suponía el tratamiento privilegiado que disfrutaban en la Administración Pública en América los españoles peninsulares. Asimismo, se quejó por la falta de interés de tales administradores coloniales en el bienestar de la población americana y expresaba con singular claridad la frustración de los sectores más educados de la sociedad neogranadina con el estado en que se encontraba entonces el virreinato en términos políticos, sociales y económicos:


       


      Los gobernantes de la América, principalmente los que ocupan sus altos puestos, han venido todos, o los más de la metrópoli, pero con ideas de volverse a ella y a establecer su fortuna y a seguir la carrera de sus empleos. Los males de la América no son para ellos, que no los sienten; disfrutan sólo sus ventajas y sus comodidades […] no sabe las extorsiones que sufre el indio, condenado a una eterna esclavitud y a un ignominioso tributo que le impuso la injusticia y la sinrazón […]. Él, en fin, ignora los bienes y los males del pueblo que rige, y en donde sólo se apresura a atesorar riquezas para trasplantarlas al suelo que lo vio nacer.


       


      Todas las circunstancias de las que Camilo Torres se quejaba habrían de cambiar como resultado del ritmo vertiginoso en que se precipitaron los acontecimientos políticos en las colonias americanas de España a raíz de la invasión de Napoleón en 1808. Y es esta fecha precisamente la que marca el inicio del periodo que va a analizar este libro, que se centra específicamente en lo acontecido en el virreinato de la Nueva Granada entre 1808 y 1830, en el cual estaba comprendido el territorio de la actual República de Colombia.


      Hasta comienzos del siglo XVIII, aquel territorio había sido una unidad administrativa adscrita al virreinato del Perú. Dentro de las reformas borbónicas, que buscaron modernizar la Administración americana, se estableció, en 1717, el virreinato de la Nueva Granada, pero este primer intento sólo duró hasta 1724. Su creación definitiva tuvo lugar en 1739, y se mantuvo hasta 1821, pero con la interrupción de la Primera República (1810-1816). Geopolíticamente, las principales provincias del virreinato fueron las de Cartagena, Santa Marta, Riohacha, Popayán, Antioquia, Chocó, Santa Fe, Tunja, Pamplona, Socorro, Mariquita, Neiva y Casanare. Panamá, aunque formó parte del virreinato, no se incluye de manera específica en ninguno de los capítulos de este volumen porque vamos a tratar sobre el territorio que coincide con los límites de la actual Colombia. Para mayor claridad y precisión narrativa, nos referiremos al virreinato de Nueva Granada durante el primer periodo (anterior a 1809). Después de 1810, y hasta 1816, usaremos el término República de Nueva Granada. A partir de 1819, se utilizará el nombre de Gran Colombia —que también incluía a Venezuela, Ecuador y Panamá—, nombre adoptado posteriormente por la historiografía, pues en la época se le llamaba simplemente Colombia.


      Por la magnitud de los cambios que ocurrieron, por la vertiginosidad de los acontecimientos y por sus consecuencias a largo plazo sobre todos los ámbitos de la sociedad —la política, la cultura y la economía—, el único periodo en la historia de Hispanoamérica que se asemeja a los años que se cubren en este volumen es el de la Conquista. Cuando se inició el año de 1808, y tal como se señala en el capítulo «La vida política», todas las regiones de la Nueva Granada se encontraban en un estado de calma tan grande que parecía que nada podría perturbarla. Sin embargo, la invasión de la Península por las tropas de Napoleón en marzo de 1808, y el posterior arresto del rey Fernando VII, catalizaron un conjunto de tensiones existentes en el interior de la sociedad colonial neogranadina y dieron lugar a los sucesos que desembocaron en su independencia absoluta de España.


      Luego de la enorme incertidumbre que vivieron los neogranadinos en 1808-1809, siguieron los años que propiamente podemos denominar de la independencia, que abarcan el periodo comprendido entre 1810 y 1819, cuando se declaró formalmente la república; aunque todavía en 1821 las últimas tropas españolas se embarcaban en Cartagena de Indias para abandonar definitivamente el territorio neogranadino. Se establecía así la primera Colombia —o Gran Colombia—, que duraría hasta 1830.


      El rápido, y a menudo inesperado, desarrollo de los hechos políticos que afectaron a la vida de los habitantes del virreinato de la Nueva Granada en las dos décadas que transcurrieron entre 1810 y 1830, con todos sus altibajos, tropiezos, triunfos, sinsabores, amores y desamores, peligros, traiciones, crueldad, solidaridad y odio se puede ilustrar muy bien en la vida de un joven de provincias que tenía tan sólo dieciocho años al inicio de estos eventos: Francisco de Paula Santander. Él fue, sin duda, el militar neogranadino más importante durante la guerra de independencia, principal organizador de la joven república y el único prócer con suficiente liderazgo para hacerle contrapeso a Simón Bolívar.


      Santander era hijo de Juan Agustín Santander y Colmenares, un hacendado que cultivaba tabaco, café y caña de azúcar en sus posesiones esclavistas del valle de Cúcuta y tenía una hacienda ganadera. Los Colmenares eran descendientes directos de la unión del conquistador español Diego de Colmenares con una hija del cacique de Suba. Es decir, que este criollo pertenecía a lo que algunos peninsulares se referían, con ánimo despectivo, como «blancos de la tierra», quienes gozaban de prosperidad económica y prestigio social en una región de segundo orden dentro del virreinato. Tal vez, de no haber sido por los eventos que precipitaron la independencia, Francisco de Paula habría sido un hacendado ilustrado con ocasionales cargos burocráticos de prestigio local, como su padre, que en 1809 fue nombrado por el virrey gobernador de la provincia de San Faustino de los Ríos. Como muchos otros hijos de los terratenientes acomodados de provincias, Francisco de Paula fue a estudiar interno al colegio de San Bartolomé a los trece años de edad, en 1805. Estaba a punto de terminar de cursar sus estudios en esa institución cuando sucedieron los hechos del 20 de julio de 1810 en Santa Fe, culminados en el cabildo extraordinario que aprobó el Acta de Independencia. Tras su ingreso como voluntario en el ejército patriota en octubre de 1810, el ascenso de Santander fue meteórico: teniente, y pronto capitán en 1812, mayor en 1813, coronel en 1814. En 1818, a los 26 años, fue ascendido a general. Al año siguiente ocupaba el difícil cargo de primer vicepresidente de la naciente Gran Colombia, y posteriormente llegó a ser presidente de la República. Esto resultaba impensable a comienzos de 1810, cuando se preparaba para graduarse como abogado. De hecho, desde la creación del virreinato de la Nueva Granada, a comienzos del siglo XVIII, ningún criollo había ocupado el cargo más alto del territorio, el de virrey.


      Para abordar los cinco capítulos que se presentan en este volumen es muy útil tener en cuenta un aspecto clave: el periodo de 1808-1830 es una etapa de grandes rupturas. Fueron, en su mayoría, rupturas de larga duración, si bien otras, tal vez las menos, fueron más bien coyunturales. También hubo continuidades y aspectos de la sociedad que se mantuvieron casi intactos, como el lecho rocoso del mar cuando un fuerte huracán pasa con ímpetu por la superficie agitada del agua. La tensión entre ruptura y continuidad es pues un hilo conductor entre los capítulos siguientes.


      Quizá la mayor ruptura que se presentó en el periodo que se analiza fue la del origen de la legitimidad de las autoridades. En 1808, España gobernaba sus colonias americanas sobre una base de tipo tradicional: la autoridad del rey. Existía tal grado de aceptación que el orden local se mantenía con un número muy pequeño de tropas, pues el grueso de los militares estaban en la costa para defender el territorio de los ataques de las potencias que competían con España, principalmente Francia y, sobre todo, Inglaterra. La pérdida de esa fuente de autoridad se dio cuando Napoleón encarceló a Fernando VII, dejando a la España peninsular, los virreinatos y las capitanías americanas acéfalas. Será precisamente la construcción de una nueva autoridad legítima el principal reto que se planteó la Primera República (1810-1816). Sin embargo, sólo durante la guerra de independencia surgieron los dirigentes con el carisma y el prestigio suficiente para poder construir esa nueva legitimidad sobre la base de un orden constitucional y representativo. El vaivén entre la autoridad basada en un orden legal-racional y la autoridad carismática de los caudillos fue una de las fuentes mayores de inestabilidad política después de la expulsión de los españoles del territorio de la Nueva Granada. El antagonismo entre Bolívar y Santander fue un reflejo de esa circunstancia.


      Otro aspecto clave de este periodo fue que el virreinato de la Nueva Granada ocupó por primera vez un lugar central en la historia del continente. Aquí surgió Bolívar como gran dirigente del nuevo mundo cuando redactó el Manifiesto de Cartagena en 1812, su primer texto político de importancia. Desde Colombia salieron las tropas que liberaron las que hoy son las repúblicas de Venezuela, Ecuador, Perú y Bolivia. Aquí se instaló, en definitiva, la capital de la Gran Colombia.


      Un tercer aspecto importante a tener en cuenta es que, durante estos años, se empezó a manifestar una característica que marcaría la sociedad neogranadina desde sus inicios como república. Nos referimos al papel preponderante de los civiles sobre los militares en el manejo del Estado, situación de la que Venezuela, por ejemplo, tuvo una experiencia diferente. En la guerra misma, los principales oficiales eran venezolanos, a pesar de que esa capitanía tenía menos población que el virreinato de la Nueva Granada. No es por lo tanto casual que el más exitoso de los militares neogranadinos, Francisco de Paula Santander, se distinguiera más bien por su apego a las leyes. A menudo se cita su frase: «Colombianos, las armas os han dado la independencia, las leyes os darán la libertad», que refleja muy bien su talante esencialmente civilista.


      Junto con esto, dos hechos muy asociados con esta tradición republicana, manifiestos durante el periodo tratado en este volumen, y que son esenciales para la historia democrática del país, son la instauración de las elecciones y la aparición de la prensa independiente.


      Desde 1809, cuando se escogieron representantes para la Junta Central de Sevilla, las elecciones ocuparon un papel central en las decisiones políticas del moribundo virreinato. En los años de la Primera República hubo a menudo elecciones: para escoger los representantes a las asambleas que redactaron las constituciones provinciales, para elegir gobernantes o para escoger delegados para alguna convención. Sin duda, otro cambio de enorme significado frente a la colonia.


      Durante el periodo colonial no existía libertad de imprenta, y los pocos periódicos que se publicaron estuvieron sometidos a una censura rigurosa por parte de las autoridades virreinales. En contraste, durante la independencia hubo una verdadera explosión de prensa escrita. Las diferentes Constituciones provinciales, como las de Cundinamarca, Antioquia y Cúcuta, incluyeron la libertad de prensa como un derecho fundamental. Las discrepancias políticas entre regiones y grupos con diferentes ideologías se ventilaron por la prensa. Esa tradición de la prensa libre, que influyó mucho en los debates del momento, ha sido señalada por historiadores como Jorge Orlando Melo como una de las fortalezas institucionales del país.


      Los cinco capítulos que aquí se incluyen se refieren a la política, las relaciones internacionales, la economía, la sociedad y la cultura. Como es natural, varios de los temas se mencionan en más de un capítulo, pues no existen, afortunadamente, muros infranqueables entre los temas escogidos.


      La política, como muestra Armando Martínez Garnica en el capítulo «La vida política», fue una de las áreas en las que ocurrieron más cambios en la época de la independencia y también después de ella. Por primera vez los habitantes de la Nueva Granada empezaron a participar en las grandes decisiones colectivas, antes impuestas por las autoridades coloniales. Es más, desde esa época las elecciones se convirtieron en un rasgo fundamental de la vida política colombiana.


      Muy asociada a la importancia de las elecciones está la influencia de los abogados en los asuntos públicos. Martínez señala que hacia 1808 había unos dos centenares de ellos en el virreinato y más o menos la mitad estaban activos en las provincias. Tanto las elecciones como el gran peso de los abogados en los asuntos públicos estuvieron relacionados con la limitada influencia militar en el virreinato y en la república. Por supuesto, el fundamento de todo lo anterior fue resultado del reconocimiento de la igualdad jurídica de todos los ciudadanos, un cambio profundo con respecto a las relaciones rígidamente jerarquizadas de la colonia: de la soberanía real hereditaria se pasó a una soberanía popular expresada a través de las elecciones.


      A pesar de que en el terreno político hubo muchas rupturas, también se presentaron continuidades históricas muy profundas. Entre las principales sobresalieron las fronteras políticas entre las nuevas repúblicas, así como las divisiones internas de las repúblicas en provincias y gobernaciones. En términos generales, los límites de la Nueva Granada fueron los límites políticos del virreinato, aunque hay que excluir a Panamá, que se independizó con una abierta intervención militar estadounidense en 1903. Los límites iniciales de las provincias fueron los que tomó la nueva república, aunque a lo largo de los siglos esas antiguas provincias se fueron subdividiendo. El intento de Simón Bolívar de unir en una sola república —a la que se denominó la Gran Colombia— a tres entes territoriales que habían estado separados administrativamente en la colonia —un virreinato, una capitanía y una audiencia, respectivamente— resultó infructuoso. El 13 de enero de 1830 Venezuela se independizó, y las provincias del sur, lo que hoy es Ecuador, lo hicieron el 13 de mayo de ese mismo año.


      En el tema de las relaciones internacionales, en el capítulo «Colombia en el mundo» David Bushnell destaca que el virreinato de la Nueva Granada había sido uno de los entes territoriales españoles de segundo orden en América. Como se observa en ese capítulo, esta situación cambió en materia de relaciones internacionales durante el periodo aquí estudiado, cuando la Gran Colombia pasó a ser un país líder en Hispanoamérica por su papel central en la lucha por la emancipación continental. En opinión de Bushnell dos factores importantes influyeron en esa situación singular de la historia de Colombia: la ubicación geográfica estratégica y el papel protagónico de Simón Bolívar. Sin embargo, una vez disuelta la Gran Colombia, el país regresó a una condición de medianía en el contexto de América Latina, que según el historiador Jaime Jaramillo Uribe ha sido una constante histórica.


      El país no tuvo durante la colonia relaciones diplomáticas con otras naciones y la apertura también era limitada en el comercio exterior. Después de la independencia, éste se reorientó y de los puertos de España pasó principalmente a Inglaterra, en buena parte por intermedio de Jamaica. Bushnell describe en su capítulo cómo desde los inicios de la Primera República hubo una activa diplomacia neogranadina. Por ejemplo, tanto las Provincias Unidas, como los estados de Cundinamarca y Cartagena por su cuenta, enviaron misiones oficiales a Estados Unidos y los principales países europeos. En general los resultados fueron muy limitados, pues esos países habían asumido una posición oficial de neutralidad en el conflicto con España. En 1819, una vez desalojadas las tropas españolas de Venezuela y Nueva Granada, las relaciones con los territorios del sur del continente adquirieron mayor importancia. La liberación de estas zonas implicó tanto complejos aspectos diplomáticos como una costosa campaña militar financiada por la Gran Colombia, que inicialmente sólo incluía a Venezuela y Nueva Granada. La independencia permitió por lo tanto una ruptura del aislamiento que se vivía en la colonia; los colombianos empezaron a viajar al exterior paulatinamente: Europa del norte, las islas del Caribe y Estados Unidos. Estos viajes se hacían por negocios, para estudiar, recreación e incluso por razones médicas.


      En el capítulo que sigue, analizamos los principales aspectos de la economía colombiana durante esta etapa histórica. El estudio es sobre todo de tipo cualitativo, ya que se trata de uno de los periodos de la historia económica del país del que hay menos información estadística de las principales variables del sector productivo. La razón es que debido a la guerra, los archivos, o se destruyeron, o las circunstancias no permitieron tener una Administración Pública bien organizada y estable que pudiera dejar una contabilidad organizada. En parte, esto se debe a que el último ejército español que se retiró de Nueva Granada se llevó para La Habana —adonde llegó inicialmente— buena parte de los archivos administrativos del virreinato en las dos primeras décadas del siglo XIX. El cuidado que recibieron esos archivos, correspondientes a una colonia que parecía perdida para siempre, no debió ser el mejor, a juzgar por el lamentable estado en que se encuentran los escasos legajos sobrevivientes del periplo cubano y que hoy reposan en el Archivo General de Indias en Sevilla.


      Entre las principales conclusiones de este capítulo, hay que resaltar el efecto devastador que produjo la guerra de independencia sobre la economía neogranadina, tema que ha sido ignorado por la historiografía económica, a pesar de que la evidencia es muy clara en este sentido. También señala el caos monetario que surgió durante la independencia y los primeros años de la república, debido a la introducción de la acuñación de monedas de baja calidad, así como por la proliferación de monedas falsas. Con respecto al régimen fiscal, uno de los aspectos más criticados por los ilustrados criollos en las últimas décadas del periodo colonial, nuestro argumento es que éste se fue cambiando gradualmente desde los inicios de la república.


      En el capítulo «Población y sociedad», Marixa Lasso enfatiza que la república introdujo la igualdad jurídica para todos los ciudadanos e inició un proceso gradual de extinción de la esclavitud. Esto representó una ruptura definitiva con respecto a la sociedad colonial, donde el sistema de castas limitaba el goce de la igualdad para la mayoría de la población, que era indígena o esclava, además de la clasificada bajo la categoría «libres de todos los colores» formada por mestizos, mulatos, zambos y negros. En total estos grupos representaban el 75 por ciento de la población del virreinato. Se suponía que sólo los blancos, el restante 25 por ciento, no sufrían las consecuencias de un sistema jurídicamente excluyente. Sin embargo, había una fractura social, que fue creciendo en las últimas décadas del dominio español, entre los blancos nacidos en América y los españoles peninsulares. Los primeros se sentían excluidos de los más altos cargos burocráticos, e incluso de muchos privilegios económicos por parte de la Corona. Pero quizá más que los privilegios económicos, uno de los aspectos que mayor escozor causaba entre los criollos era la discriminación a la hora de proveer los principales cargos del virreinato.


      Como se señala en este capítulo, los debates en las Cortes de Cádiz fueron publicados y leídos en Nueva Granada. El hecho de que en esas Cortes se le hubiera negado la igualdad a la población de origen africano sirvió para unificar a los diferentes grupos de la sociedad colonial, que vieron así perjudicadas las posibilidades de una mayor participación política de los territorios americanos en las Cortes españolas.


      El grupo de los esclavos se benefició claramente con la independencia. Muchos obtuvieron su libertad durante este periodo, bien porque los reclutaron para participar en uno de los ejércitos, bien porque, aprovechando el caos, pudieron escapar. Además, desde un principio las autoridades establecieron la prohibición de traficar con esclavos. Por estas razones, la población esclava descendió significativamente durante el conflicto.


      Por último, en el capítulo «La cultura» se resalta que muchos aspectos de la cultura material se mantuvieron bastante estables durante el periodo tratado en este volumen. Algo similar ocurrió en el ámbito de la cultura ceremonial y lúdica. Sin embargo, en áreas como la intelectual, Víctor M. Uribe-Urán señala que se produjo una gran efervescencia durante estos años a través de instituciones como la prensa, de la que hubo una verdadera eclosión, así como en espacios de socialización tales como tertulias, cafés y asociaciones. También se vivió un gran impulso en la actividad historiográfica, literaria y científica. Durante la década de 1810 hubo una proliferación de periódicos políticos, no sólo en Santa Fe, sino en muchas otras ciudades de la Nueva Granada. Esta prensa ayudó al desarrollo de una «esfera pública de la sociedad civil». En lo que parece una tradición del país iniciada desde esa época, un desempeño exitoso como escritor o periodista, en lugar de en el campo militar, fue una de las bases fundamentales de las carreras políticas hacia la presidencia en la República. Sólo en la primera mitad de la década de 1810, Uribe-Urán enumera más de quince periódicos patriotas. Próceres como Francisco José de Caldas, José Fernández Madrid, Manuel Rodríguez Torices o Antonio Nariño, entre otros, estuvieron vinculados con este esfuerzo político e intelectual de desarrollar la prensa patriota.


      Un aspecto de la vida material que cambió rápidamente en este momento fue la apariencia física y el vestido. Se abandonaron las pelucas y los peinados femeninos de gran altura y muchos adornos. También se dejaron de usar sombreros tricornios y hebillas llamativas. En general, la moda se volvió más austera, aunque ello no implicara que unos pocos señoritos usaran chaquetas rayadas y pantalones muy anchos combinados con botas de tacones altos, como bien relata Uribe-Urán.


      ¿Qué se ganó y qué se perdió con la independencia? Sin lugar a dudas el principal avance de la sociedad neogranadina fue haber logrado la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, con la excepción de los esclavos —cuya presencia era limitada y cuyo número se redujo durante la independencia—. Aunque la esclavitud no se abolió de inmediato, sí se prohibió la trata desde un principio, iniciándose asimismo el proceso gradual de liberación de los esclavos, que concluyó a mediados del siglo XIX. Los criollos más prósperos y educados habían tenido en la colonia una posición social y económica privilegiada, pero se encontraban en una situación de impotencia política. Con la independencia, se les abrieron las anchas avenidas de la vida pública y la posibilidad de conducir el nuevo Estado. Es decir, que en lo político la independencia fue beneficiosa para prácticamente todos los sectores de la sociedad colonial: los mestizos, mulatos, negros libres e indígenas obtuvieron igualdad ante la ley; los esclavos emprendieron un recorrido jurídico hacia la libertad; muchos criollos, pero también, aunque en menor medida, negros, indígenas, mestizos y mulatos, tuvieron acceso al poder.


      También se ganó la posibilidad de desmontar las instituciones económicas del régimen colonial, tales como el sistema de comercio exterior y el tributario, que eran considerados uno de los principales obstáculos para la expansión económica del virreinato. Otras instituciones también se reformaron, como aquellas que impedían la movilidad de la mano de obra —venta de resguardos indígenas y abolición de la esclavitud— y de la tierra —eliminación de mayorazgos, desamortización de los llamados bienes de manos muertas—. La existencia de estos últimos hacía que muchos terrenos y construcciones no se pudieran vender, estando la mayoría de esas propiedades bajo el dominio de la Iglesia católica.


      Pero, por otro lado, cabría preguntarse: ¿qué se perdió? Principalmente el orden colonial, basado en la autoridad del rey y sustentado en gran parte en la influencia ideológica de la Iglesia católica. La construcción de una nueva fuente de legitimidad no fue un proceso fácil ni rápido.


      ¿Qué se ganó? En lo económico fue muy importante el acceso a los mercados internacionales sin necesidad de tener que recurrir a los puertos españoles como costosos intermediarios. También se pudo lograr un régimen fiscal que trabara menos la producción. Sobre todo se dejaron de enviar a España remesas de dinero para suplir sus necesidades fiscales y se redujeron mucho los gastos militares en que el virreinato tenía que incurrir en sus últimos tiempos debido a la competencia del imperio español con Francia e Inglaterra. A pesar de ello, pasaron décadas antes de que se viera un crecimiento en el ingreso per cápita de la nueva república.


      Así como hubo cambios profundos en la vida política, económica, cultural y en las relaciones internacionales, las estructuras profundas de la sociedad neogranadina mantuvieron un alto grado de continuidad que permitió que el legado colonial fuera una parte esencial del esqueleto actual de la sociedad colombiana. Nos referimos, por ejemplo, a la persistencia durante un largo periodo de la influencia ideológica, política y económica de la Iglesia católica, de la tradición centralista en la Administración Pública y, sobre todo, de las enormes desigualdades en la distribución de la riqueza, como la tierra, así como del capital humano y de las oportunidades. Latinoamérica es actualmente la región más desigual del mundo en cuanto a la distribución del ingreso. La persistencia de esa situación, que es de origen colonial, forma parte de los actuales problemas que enfrenta la sociedad colombiana a comienzos del siglo XXI. Por esta razón, entre otras, consideramos que la lectura de los trabajos presentados en este primer volumen sobre el proceso de independencia y los primeros años de la república ofrecen un excelente punto de partida para entender mejor la Colombia actual.


      La lectura actual de los acontecimientos históricos, ordenados en forma muy hilvanada por los autores, para mayor comprensión del lector, podría llevarlo a pensar que los resultados estaban casi predeterminados. Pero todo habría podido ser muy diferente. Para los contemporáneos hubo siempre mucha incertidumbre sobre la dirección en que se desenvolverían los acontecimientos. Pero les tocó actuar, aun sin tener muy claro lo que estaba sucediendo, sin estar muy seguros de cómo podrían terminar las cosas. La invasión napoleónica de la Península desató una marcha atropellada e incontenible de sucesos políticos. Algunos neogranadinos actuaron desde un principio con la convicción profunda de que había que buscar la independencia, otros reaccionaron para defenderse de las pretensiones francesas, muchos trataron de buscar la corriente principal del río de la historia para fluir con ella, otros más, se opusieron de manera decidida a la busca de la independencia. También hubo personas que desde el principio estuvieron en contra de la independencia; algunos luego se pasaron a las filas patriotas. En 1816 un joven cartagenero, ya casi próximo a ser fusilado en su ciudad natal por las tropas de Morillo, describió la marcha atropellada de los acontecimientos que lo llevaron a su temprana muerte como «delirios de las circunstancias».
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      A mediados de 1808 todas las provincias del virreinato de la Nueva Granada «gozaban de una paz tan completa que parecía no poder alterarse jamás», según registró en sus Memorias el abogado payanés Santiago Arroyo. Pero las noticias que llegaron tras la invasión napoleónica de la península Ibérica agitaron «el espíritu apático de los colonos, haciendo ya calcular a los menos advertidos grandes mudanzas en la monarquía». Aunque en ese momento nadie podía pronosticar el trastorno que iba a suceder en estas provincias, también es cierto que ya existían en ellas condiciones que lo harían posible: casi dos centenares de abogados titulados recibidos por la Real Audiencia, de los cuales la mitad actuaba en las provincias; una docena de médicos titulados, dos colegios mayores en la capital y dos reales colegios en provincias, cuatro decenas de hombres vinculados a la Real Expedición Botánica, dos traducciones de las Declaraciones de los derechos del hombre y del ciudadano puestas a circular por Antonio Nariño y Pedro Fermín de Vargas, y una tradición de revueltas indígenas y populares contra las autoridades virreinales cuyo caso más sonado había sido la insurrección de los comunes de la provincia del Socorro en el año 1781.


      Como consecuencia de la oleada de levantamientos populares en la Península, a principios de junio de 1808 amplias zonas de la metrópoli se encontraban en estado de abierta rebelión contra el dominio francés establecido por la invasión napoleónica el año anterior. Buena parte de las ciudades habían formado administraciones de emergencia: juntas integradas por miembros de los antiguos ayuntamientos, el clero, las aristocracias locales y el ejército. La eclosión juntera, iniciada con los levantamientos de Madrid, pronto completó dieciocho juntas provinciales. Negando el Antiguo Régimen, estas juntas reclamaron y ejercieron la soberanía cuando declararon la guerra a Francia, dispusieron de los caudales del Estado, impusieron tributos y ejercieron las funciones de los tribunales superiores. Fue creada así la Junta Suprema de Sevilla, que en nombre de Fernando VII se presentó como «el fiel depósito de la real autoridad y el centro de la unión», convocando a las provincias americanas a unirse a la causa de la defensa del «rey deseado» y a realizar las tres tareas básicas de la agenda juntera: la defensa de la religión, del rey y de la patria.


       


       


      La eclosión juntera de 1810


       


      Instalada en el Real Alcázar de Sevilla, la Junta Central Gubernativa de España y las Indias abrió sus filas a los representantes de los reinos americanos. El 22 de enero de 1809 consideró que «los vastos y preciosos dominios que la España posee en las Indias no son propiamente colonias o factorías como los de otras naciones, sino una parte esencial e integrante de la Monarquía española». En consecuencia, declaró que los reinos indianos deberían tener representación en ella. Los cuatro virreinatos y las cuatro capitanías generales americanas tendrían derecho por lo tanto a elegir sus respectivos diputados. Fue una decisión revolucionaria, pues el reconocimiento de la igualdad de las provincias peninsulares y americanas le concedió al Nuevo Mundo unos derechos que hasta entonces no había podido ejercer, salvo provisionalmente en las Juntas de Bayona, convocadas por el régimen napoleónico. La representación concedida era aún muy desigual, ya que asignó a cada una de estas grandes entidades virreinales solamente un diputado, mientras que cada provincia peninsular tenía derecho a dos. Esta desigualdad, criticada en su momento por Camilo Torres Tenorio, asesor del cabildo de Santa Fe, era injusta si se considera la dimensión poblacional y la complejidad de los virreinatos americanos, aunque la disparidad quizá se debió a la ignorancia de la Junta Central al respecto.


      En el Nuevo Reino de Granada, los comicios para la selección de su diputado comenzaron en el seno de los cabildos durante los meses de mayo y junio de 1809. Todos los nombres escogidos fueron enviados al Real Acuerdo de Santa Fe, donde sus funcionarios los redujeron a una terna integrada por el abogado Luis Eduardo de Azuola, Juan Matheu —conde de Puñonrostro— y el mariscal de campo Antonio de Narváez. Este último —prestante figura de Cartagena de Indias— resultó favorecido al azar en el sorteo final del 16 de septiembre de 1809, aunque nunca llegó a embarcarse hacia la Península porque la disolución de la Junta Central frustró su comisión. No obstante, las elecciones realizadas en estas provincias promovieron entre sus hombres ilustrados la exposición de sus proyectos de recomposición del orden monárquico en las Indias mediante el empleo de un nuevo lenguaje político.


      Además de las elecciones, la Junta Central había ordenado que se redactaran «instrucciones» para los diputados que viajarían a la Península. Se conocen hasta ahora ocho «instrucciones» preparadas en el virreinato de Santa Fe, dos de ellas redactadas por sus más brillantes abogados —Camilo Torres Tenorio e Ignacio de Herrera Vergara—, y las otras seis por los miembros de los cabildos del Socorro, Tunja, Popayán, Santiago de Arma de Rionegro, Quito y Loja. La «instrucción» de Quito fue dirigida y entregada al diputado del Perú, José de Silva y Olave, quizá porque era natural de Guayaquil y porque ya se encontraba en este puerto con destino inmediato a la Nueva España. Una novena «instrucción», redactada por un funcionario real de Panamá —Salvador Bernabéu de Reguart— fue una respuesta personal al manifiesto inaugural de la Junta Suprema y enviada directamente a ella por su autor. El examen de estas «instrucciones» muestra el grado de modernidad política que se había alcanzado en estas entidades políticas indianas de la monarquía cuando se inició la primera experiencia hispánica de representación en los nuevos cuerpos políticos que surgieron durante la crisis monárquica de 1808-1814.


      La más conocida de estas «instrucciones» es el mal nombrado «memorial de agravios» que redactó Camilo Torres Tenorio bajo la forma de una representación que firmó el cabildo santafereño. Partiendo de la consideración de que América y España eran las dos partes integrantes y constituyentes de la monarquía española, criticó la escasa representación de los dominios de América en la Junta Central y en las Cortes convocadas, en comparación con la de las provincias españolas. Considerando que todas las provincias de los dos continentes eran «independientes unas de otras y partes esenciales y constituyentes de la monarquía», sostuvo que los americanos debían ser reconocidos «tan españoles como los descendientes de don Pelayo, y tan acreedores, por esta razón, a las distinciones, privilegios y prerrogativas del resto de la nación, como los que, salidos de las montañas, expelieron a los moros y poblaron sucesivamente la Península». Demandó entonces una representación igual a la concedida a los dominios peninsulares, lo cual significaba que los americanos debían ser llamados a ocupar todos los empleos y honores. En su parecer, cada uno de los cuatro virreinatos americanos debería enviar seis representantes, dado que todos ellos se componían de muchas provincias, y cada capitanía general tenía dos representantes, si bien la de Filipinas merecía seis por su numerosa población. Por el mismo principio de igualdad, se deberían formar en estos dominios juntas provinciales integradas por los representantes de sus cabildos, tal como se habían establecido ya en España.


      La «instrucción» preparada por el cabildo del Socorro ejemplifica mejor las aspiraciones de los neogranadinos. Los socorranos querían que la Junta Suprema Central redactara una nueva Carta constitucional que fijara para siempre los destinos de la nación y destruyera «ese edificio gótico que ha levantado la mano lenta de los siglos, y que parecía eterno como nuestros males». Esa nueva Constitución debería corresponder al «progreso de las luces», difundir «las ideas de humanidad por todas las clases de la sociedad» y establecer un nuevo pacto social que incluyera la supresión de las «clases estériles», la conversión de los indios en propietarios de parcelas mediante la distribución familiar de las tierras de resguardo y la abolición de su obligación de pagar tributos, así como la abolición de los esclavos y la prohibición de su comercio, para que «entren éstos en sociedad como las demás razas libres que habitan las Américas». Las tareas básicas de la nueva agenda del cabildo para la felicidad de la patria tendrían que ser la apertura de caminos y el tendido de puentes, un nuevo código de leyes civiles y criminales «tan sencillo y conciso, que su inteligencia no esté como ahora, reservada a los sabios y profesores del derecho, sino que se proporcione al alcance de todas las clases del pueblo»; y la educación de la juventud, «no en aquellos estudios que por su tendencia natural aumentan las clases estériles y gravosas a la sociedad, sino las ciencias exactas y que disponen al hombre al ejercicio útil de todas las artes», tal como la economía política.


      La primera experiencia electoral de 1809 en las provincias americanas fue muy productiva para la afirmación de la demanda de representación política. Antes de terminar este año ya había obligado a la Junta Central a conceder tres reclamaciones: la primera fue que los diputados electos tenían que ser naturales de la provincia que los enviaba y americanos de nacimiento, al tiempo que los altos funcionarios del Estado dejaron de ser elegibles para tal función. La segunda, que todas las ciudades o villas con cabildo adquirieron el derecho a organizar elecciones, y no solamente las cabeceras de los reinos o de las grandes provincias. Y la tercera, que los funcionarios del Real Acuerdo apenas podían delegar a dos de ellos ante la junta que nombraría al diputado de cada reino, pues los otros seis los pondrían los cabildos seculares y eclesiásticos, pero con la presencia de dos vecinos. La incipiente experiencia representativa había ampliado con rapidez la participación política de las provincias y de los americanos de nacimiento.


      La real orden de comienzos de 1809 fue así un paso decisivo en el camino de la construcción del régimen representativo, pues por primera vez fue puesto en la escena del mundo hispánico un proceso electoral general, pese a su dimensión restringida. Aunque la nación todavía aparecía como un conjunto de comunidades políticas, y sus diputados como procuradores a Cortes, orientados por instrucciones imperativas, se dio inicio a la mutación ideológica hacia una nación única integrada por ciudadanos iguales. La modernidad política entraba al centro del debate político.


      Trasladada a la Isla de León por los hechos de la guerra de resistencia contra las tropas francesas, la Junta Central convocó a Cortes, y el 29 de enero de 1810 traspasó el mando a un Consejo de Regencia que se instaló dos días después con cinco miembros. Este Consejo envió hacia Sudamérica a tres comisarios regios para gestionar su lealtad. Uno de ellos, natural de Quito, fue comisionado para el Nuevo Reino de Granada: Antonio de Villavicencio, quien había alcanzado el rango de teniente de navío y capitán de fragata de la Real Armada española. En su camino entre Cartagena y Santa Fe de Bogotá tuvo que asistir al proceso de eclosión de juntas provinciales que comenzó durante el mes de julio de 1810 en el Socorro, Cali, Santa Fe, Honda, Neiva, Girón y Pamplona. En Cartagena logró contener temporalmente el proceso con un triunvirato negociado entre el gobernador y el cabildo, pero después de la formación de la junta de la capital del virreinato, terminó estableciéndose allí una Junta Suprema Provincial Gubernativa el 13 de agosto siguiente.


      Antonio Camacho, síndico procurador (personero del vecindario) de la ciudad de Santiago de Cali, ilustró bien el sentido general de la acción política neogranadina en el primer semestre de 1810: había que obedecer al Consejo de Regencia, considerándolo cuerpo representante de la soberanía nacional, y establecer en Santa Fe una Junta Superior de Seguridad Pública, encargada de velar por «la salud y defensa de la Patria y la conservación de estos Reynos para Fernando Séptimo, y su familia, según el orden de sucesión establecido por las leyes». Respondiendo a su representación, el 3 de julio de 1810, se congregaron en junta extraordinaria todos los capitulares, eclesiásticos y empleados públicos de la ciudad para examinar «la absoluta pérdida de España, el próximo riesgo de ser esclavizada por el tirano Napoleón» y la renuncia de la Junta Central, depositaria de la soberanía, en favor del Consejo de Regencia confinado en la Isla de León. Joaquín de Caicedo y Cuero, teniente de gobernador de la provincia de Popayán, argumentó en favor de la legitimidad de dicho Consejo en los casos de ausencia del heredero de la Corona y convocó a obedecerlo «por nuestra libre y espontánea voluntad, por no diluir la unidad de la nación, por dar testimonio de nuestra generosidad, de nuestra unión y amor a los españoles europeos y, más que por otros motivos, por haberse invocado el respetable y para nosotros tan dulce nombre de Fernando Séptimo».


      En Pamplona se produjo un motín que destituyó al corregidor Juan Bastús el 4 de julio de ese mismo año. Sus funciones fueron transferidas al cabildo y a algunos beneméritos y eclesiásticos que reasumieron provisionalmente la autoridad provincial, pero el acta que formalizó la Junta Provincial sólo fue firmada el 31 de julio, en un cabildo abierto que fue convocado para dar respuesta a la posibilidad de establecer en Santa Fe una confederación general. Fue entonces cuando se eligió la Junta Provincial, integrada por los miembros del cabildo y seis vocales más. Esta junta acordó la conservación de la religión católica, la obediencia a Fernando VII, la adhesión «a la justa causa de la nación» y la «absoluta independencia de esta parte de las Américas de todo yugo extranjero».
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